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COMISIÓN PERMANENTE DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA. DIPUTADAS Y DIPUTADOS: GASPAR ARMANDO QUINTAL PARRA, LUIS RENÉ FERNÁNDEZ VIDAL, EDUARDO SOBRINO SIERRA, DAFNE CELINA LÓPEZ OSORIO, JESÚS EFRÉN PÉREZ BALLOTE, RAFAEL ALEJANDRO ECHAZARRETA TORRES, JAZMÍN YANELI VILLANUEVA MOO, CARMEN GUADALUPE GONZÁLEZ MARTÍN Y VICTOR HUGO LOZANO POVEDA. - - 
HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE YUCATÁN.
En Sesión Ordinaria de Pleno, celebrada en fecha 28 de mayo del presente año, fue turnada a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública para su estudio, análisis y dictamen, la Iniciativa por el que se reforman diversos artículos de la Ley de Educación así como el Código Penal, ambos del Estado de Yucatán, en materia de prevención de la violencia, presentada por la Diputada Alejandra de los Ángeles Novelo Segura, integrante de la Fracción Parlamentaria de MORENA.

En atención a lo anterior, las Diputadas y los Diputados integrantes de esta Comisión Permanente, en los trabajos de estudio y análisis de la referida iniciativa, tomamos en consideración los siguientes:
A N T E C E D E N T E S
PRIMERO. Mediante Decreto 270/2020, publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado, el 29 de julio de 2020, se emitió la Ley de Educación del Estado de Yucatán, siendo publicada su última reforma el 7 de marzo del presente año.

Asimismo mediante el Decreto 253, publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán de fecha 30 de marzo del año 2000, se expide el Código Penal del Estado de Yucatán vigente en nuestros días. Cabe señalar que esta ley sustantiva penal yucateca ha tenido diversas reformas y adiciones, siendo la más reciente publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el día 12 de enero de 2024, mediante Decreto 725, en materia en materia de incesto, violencia familiar y delitos sexuales.


El Código Penal del Estado de Yucatán, ha sido reformado en sesenta y dos ocasiones, siendo la última publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado el día 12 de enero del año 2024, como se menciona en el párrafo anterior. La legislación penal del estado ha tenido cambios relevantes, dada su íntima relación con la administración de justicia, la cual tiene en la actualización normativa, la mejor herramienta para cumplimentar los principios de justicia pronta y expedita.

SEGUNDO. En fecha 22 de mayo del año 2024, fue presentada una Iniciativa por el que se reforman diversos artículos de la Ley de Educación así como el Código Penal, ambos del Estado de Yucatán, en materia de prevención de la violencia.
La iniciativa de reforma, en la parte concerniente a la exposición de motivos quienes suscriben expresaron lo siguiente:
“Los esfuerzos para garantizar el derecho de las niñas, niños y adolescentes a un entorno libre de violencia son transversales a todas las áreas del Estado. Una de ellas, central en estos esfuerzos, son las escuelas de todos lo niveles, desde la educación inicial hasta el bachillerato. La ley de Educación estatal contempla que la educación debe de promover un cultura y ambiente de paz, y establece que si autoridades escolares o maestras y maestros llegasen a tener conocimiento sobre actos de violencia deben notificar a la autoridad competente. 
Las cifras sobre la violencia ejercida contra las niñas, niñas y adolescentes requieren de nuestra atención. La Red por los Derechos da la Infancia en México (REDIM) detalla que la violencia familiar y la violencia sexual han aumentado de 2016 a la fecha. REDIM contabiliza que en 2021 doscientas diez personas de entre 0 y 17 años fueron atendidas por violencia familiar (el 93.8% de ellas, eran mujeres), siento setenta del mismo grupo recibieron tratamiento por violencia sexual (94.7% de mujeres), y ochenta y cinco por violencia física (nuevamente el porcentaje mayoritario eran mujeres, 69.4%).
Es por ello que en esta iniciativa planteo que para lograr una mayor atención por parte del personal educativo a estos temas, no se puedan utilizar las denuncias por violencia como una evaluación negativa de los planteles educativos, dado que la existencia de este tipo de evaluación, más que atender el problema, lleva a disuadir la presentación de las denuncias ante las autoridades escolares, tanto por parte del alumnado o maestras y maestros. Necesitamos incentivar una cultura de la denuncia segura. Para ello, se propone adicionar en el artículo diez de la Ley de Educación, se adiciona un párrafo que establece que, en ningún caso, se utilizarán la existencia de denuncias por cualquier tipo de violencia ejercida contra las niñas, niños, adolescentes y jóvenes, o la atención de las mismas, como un criterio de evaluación negativa para las escuelas o planteles escolares o centro educativos.
Por otra parte, la iniciativa busca disuadir a que el personal educativo, tanto maestras y maestros, como autoridades escolares, oculten o encubran casos de violencia de los que tengan conocimiento, más, cuando son hechos constitutivos de delitos. En este sentido, se plantean dos modificaciones, una en las sanciones de la propia Ley de Educación local, y otra en el Código Penal estatal.

...”
TERCERO. Como se ha señalado con antelación, en la pasada Sesión Ordinaria del Pleno celebrada el 28 de mayo del año 2024, fue turnada la iniciativa en comento a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, misma que posteriormente fue distribuida en sesión de fecha 29 de mayo del presente año a los integrantes de esta comisión dictaminadora, para su análisis, estudio y dictamen respectivo.

Ahora bien, con base en los antecedentes mencionados, las y los diputados integrantes de esta comisión permanente, realizamos las siguientes,
C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERA.- La iniciativa en estudio encuentra sustento normativo en lo dispuesto por el artículo 35, fracción I de la Constitución Política; así como por el artículo 16 de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Yucatán, toda vez que dichas disposiciones facultan a las diputadas y diputados para iniciar leyes y decretos.
De igual forma, con fundamento en el artículo 43, fracción III, de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, en el que manifiesta que esta Comisión Permanente es competente para estudiar, analizar y dictaminar sobre el asunto propuesto en la iniciativa, toda vez que pretende reformar diversos artículos de la Ley de Educación así como el Código Penal, ambos del Estado de Yucatán, en materia de prevención de la violencia, por lo que en atención al tema a tratar, nos encontramos ante la procuración e impartición de justicia en esa materia para salvaguardar las garantías de seguridad jurídica y preservar el estado de derecho.
SEGUNDA. Entrando al estudio del tema, es de señalar el marco de actuación
 dentro de los planteles escolares del Estado de Yucatán, al que toda la comunidad educativa deberá apegarse para procurar que las niñas, niños y adolescentes (NNA) que se encuentren a su cargo, puedan desarrollarse en un ambiente sano que les garantice la protección de su integridad y de sus derechos humanos. No sólo porque ellos constituyen el presente y el futuro de nuestra sociedad, sino porque dicha protección forma parte de una de las obligaciones esenciales para privilegiar el interés superior de la niñez, garantizando de manera plena su derecho a la educación y sano esparcimiento que permita promover su buen desarrollo integral; esto, tal y como lo establecen los artículos 3 y 4 de la Convención sobre los Derechos del Niño; 1, 3 y 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el diverso artículo 12 de la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, entre otros. 
Por su parte, la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible de la Organización de las Naciones Unidas, establece en su objetivo 16, paz, justicia e instituciones sólidas. Lo anterior como un plan de acción a favor de las personas, con la intención de fortalecer la paz universal y el acceso a la justicia.

A partir de la reforma constitucional del año 2011, todos aquellos tratados internacionales que el Gobierno Federal haya firmado y ratificado adquieren el mismo rango o nivel que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, siendo que dichos instrumentos reconocen la obligatoriedad de los Estados Parte de adoptar los más altos estándares de protección en materia de derechos humanos, tal y como lo estipula el artículo 4 de la mencionada Convención de los Derechos del Niño, y que, en sus artículos 3, 19, 28 y 34, establece la obligación de los Estados de adoptar medidas educativas apropiadas para proteger a los NNA contra toda forma de perjuicio, abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual. Dichas medidas de protección deben comprender (entre otros), aquellos procedimientos eficaces para la identificación, notificación y remisión ante una institución, de casos conocidos, así como su investigación, tratamiento y observación ulterior; y, según corresponda, la intervención judicial de la autoridad competente.
En México, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos salvaguarda el interés superior de la niñez en su artículo 4, a la letra dice:

“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez”.

 Por otro lado, los artículos 73 y 74, fracción VII, de la Ley General de Educación, y 8 de la Ley de Educación del Estado de Yucatán, disponen que los docentes, el personal que labora en los planteles escolares, así como las autoridades educativas, que tengan conocimiento de la comisión de algún hecho que la ley señala como delito (en agravio de las y los educandos), lo harán del conocimiento inmediato de la autoridad competente. En el mismo sentido, la obligación de denunciar la posible comisión de hechos que puedan constituir un delito, se contempla en el artículo 316- Bis del Código Penal del Estado de Yucatán y, particularmente, cuando se trata de hechos que pongan en riesgo a las NNA; la Ley para la Protección de la Familia del Estado de Yucatán establece, en su artículo 43, la obligación de hacer de conocimiento de la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia (PRODEMEFA) tales situaciones. 
Por último, el artículo 74, último párrafo, de la Ley General de Educación y 10 de la Ley de Educación del Estado, en los que se prevé que las autoridades educativas, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, podrán emitir los lineamientos para la prevención, detección y actuación, que delimiten los pasos a seguir en los casos en que, dentro de los planteles escolares, se detecte o se tenga conocimiento de que una situación de violencia está siendo o ha sido cometida en perjuicio de algún NNA. Esto, con el objetivo de garantizar que dicha actuación sea lo más rápida, eficaz, eficiente y segura posible, en beneficio de la integridad del menor.

TECERA. La Red por los Derechos da la Infancia en México (REDIM) detalla que la violencia familiar y la violencia sexual han aumentado de 2016 a la fecha. REDIM contabiliza que en 2021 doscientas diez personas de entre 0 y 17 años fueron atendidas por violencia familiar (el 93.8% de ellas, eran mujeres), siento setenta del mismo grupo recibieron tratamiento por violencia sexual (94.7% de mujeres), y ochenta y cinco por violencia física (nuevamente el porcentaje mayoritario eran mujeres, 69.4%).

CUARTA. Es por ello que en esta iniciativa plantea que para lograr una mayor atención por parte del personal educativo a estos temas, no se puedan utilizar las denuncias por violencia como una evaluación negativa de los planteles educativos, dado que la existencia de este tipo de evaluación, más que atender el problema, lleva a disuadir la presentación de las denuncias ante las autoridades escolares, tanto por parte del alumnado o maestras y maestros. Necesitamos incentivar una cultura de la denuncia segura. Para ello, se propone adicionar en el artículo diez de la Ley de Educación, se adiciona un párrafo que establece que, en ningún caso, se utilizarán la existencia de denuncias por cualquier tipo de violencia ejercida contra las niñas, niños, adolescentes y jóvenes, o la atención de las mismas, como un criterio de evaluación negativa para las escuelas o planteles escolares o centro educativos.

Por otra parte, la iniciativa busca disuadir que el personal educativo, tanto maestras y maestros, como autoridades escolares, oculten o encubran casos de violencia de los que tengan conocimiento, más, cuando son hechos constitutivos de delitos. En este sentido, se plantean dos modificaciones, una en las sanciones de la propia Ley de Educación local, y otra en el Código Penal estatal. 

Dado que el artículo 8 de la Ley estatal en sus párrafos tercer y cuarto refieren la responsabilidad del personal educativa para prevenir combatir y erradicar la violencia del entorno escolar, se plantea en el artículo 150, relativo a las infracciones, adicionar que como infracción no combatir, prevenir y erradicar la violencia en el entorno escolar, así como no notificar a la autoridad competente de delitos que pudiesen resultar de dichas acciones. En el artículo 151, se establece que la sanción a esta infracción es la revocación de la autorización o retiro del reconocimiento de validez oficial de estudios correspondiente.
En el Código Penal local, se adiciona al artículo 316 bis penalidad de prisión de tres a seis años y multa de 250 a 500 días, para el personal educativo que oculte la comisión de alguno de los delitos sexuales, con dos agravantes, cuando se tenga conocimiento del delito no se denuncie siendo la personas una autoridad escolar se aumentará la pena en un tercio, o que el agresor sea familiar hasta el cuarto grado del personal educativo y no este no le denuncie, la pena cita se agrava en dos terceras partes. Lo que antecede atendiendo al interés superior de la niñez.
QUINTA. Por todo lo expuesto y fundado, las diputadas y diputados integrantes de esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Yucatán, consideramos procedentes las reformas a diversos artículos de la Ley de Educación así como el Código Penal, ambos del Estado de Yucatán, en materia de prevención de la violencia.
En tal virtud, con fundamento en los artículos 30, fracción V de la Constitución Política, 18 y 43, fracción III, de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo y 71, fracción II del Reglamento de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo, todos ordenamientos del Estado de Yucatán, sometemos a consideración del Pleno del Congreso del Estado de Yucatán, el siguiente proyecto de:

DECRETO

Artículo primero. - Se reforman los artículos 10, 150 y se adiciona la fracción IV al artículo 151 de la Ley de Educación del Estado de Yucatán para quedar como sigue:

Artículo 10. Lineamientos 
…

…

…

…

…

…

…

…
...
En ningún caso, se utilizarán la existencia de denuncias por cualquier tipo de violencia ejercida contra las niñas, niños, adolescentes y jóvenes, o la atención de las mismas, como un criterio de evaluación negativa para las escuelas o planteles escolares o centro educativos.

Artículo 150. Infracciones

...
I. XI. …

XII.  Contravenir las disposiciones contempladas en los artículos 8, párrafo tercero y cuarto, 13, 16 y 17 por lo que corresponde a las autoridades educativas y 146, segundo párrafo de esta ley.
XIII-XXIX...
Artículo 151. Sanciones

...
I. a III. …
IV. Revocación de la autorización o retiro del reconocimiento de validez oficial de estudios correspondiente, respecto a la infracción señalada por contravenir los párrafos tercero y cuarto del artículo 8 de esta ley.
Artículo segundo. - Se reforma el artículo 316 bis del Código Penal para el Estado de Yucatán para quedar como sigue:

Artículo 316 Bis.- ...
Si quien conociere de la comisión de alguno de los delitos señalados en el párrafo anterior fuere parte de alguna institución educativa de cualquier nivel y no acuda a la autoridad competente, se impondrá pena de tres a seis años de prisión y de 250 a 500 días-multa. Sí quien tuviera conocimiento de la comisión de los delitos referidos fuese una autoridad escolar, las penas aumentarían en una tercera parte. Sí además, existiera entre éste y quien cometiera los delitos señalados una relación de parentesco hasta el cuarto grado, las penas aumentarán en dos terceras partes.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

PRIMERO- Publíquese el presente decreto en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán.

SEGUNDO.-Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán.
DADO EN LA SALA DE USOS MÚLTIPLES “MAESTRA CONSUELO ZAVALA CASTILLO” DEL RECINTO DEL PODER LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE MÉRIDA, YUCATÁN, A LOS DIECIOCHO DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTICUATRO.
COMISIóN PERMANENTE DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA.
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� Protocolo de actuación ante situaciones de violencia detectadas o cometidas en contra de niñas, niños y adolescentes en los planteles escolares de educación básica del estado de Yucatán. Recuperado de https://educacion.yucatan.gob.mx/multimedia/publicaciones/201118_ProtocoloDeActuacion.pdf


� La Asamblea General adopta la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, recuperado de: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/2015/09/la-asamblea-general-adopta-la-agenda-2030-para-el-desarrollo-sostenible/


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, recuperado de: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
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